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CONTROL INMEDIATO DE LEGALIDAD / LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO / SUSPENSIÓN DEL TÉRMINO PARA LA LIQUIDACIÓN DE LOS CONTRATOS CELEBRADOS POR LA SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD
[L]a Sala declara[rá] conforme a derecho la Resolución 03073 de 2021 por cuanto no contradice lo dispuesto en los artículos 212 a 215 de la Constitución Política, como tampoco los preceptos establecidos en la Ley Estatutaria de Estados de Emergencia -Ley 137 de 1994. En particular, observa la prohibición de interrumpir el normal funcionamiento de las ramas del poder público o de los órganos del Estado. [L]a Resolución 493 del 3 de abril de 2020 expedida por Superintendencia Nacional de Salud resulta concordante con los fines por los cuales fue declarado el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, a través del Decreto Legislativo 417 de 2020. Además, se ajusta a lo dispuesto en el Decreto Legislativo 491 de 2020 y a las normas consideradas por la Sala en esta sentencia. Por lo demás, las medidas administrativas que se adoptan a través del acto administrativo sometido a examen resultan proporcionales con la situación que se pretende atender y no comportan discriminación alguna por razones de raza, lengua, religión, origen nacional o familiar, opinión política o filosófica.

NORMA DEMANDADA: RESOLUCIÓN 003073 DE 2021 (No anulada) / SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SALA ESPECIAL DE DECISIÓN 7

Consejero ponente: MARTÍN BERMÚDEZ MUÑOZ

Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021)

Radicación número: 11001-03-15-000-2021-01387-00(CA)
Actor: SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD
Demandado: RESOLUCIÓN 003073 DE 31 DE MARZO DE 2021
Asunto: 
Control inmediato de legalidad de la Resolución 003073 de 31 de marzo de 2021, proferida por la Superintendencia Nacional de Salud
SENTENCIA 

La Sala procede a proferir sentencia de control inmediato de legalidad de la Resolución 003073 de 2021, expedida por el Superintendente Nacional de Salud. 

La Sala es competente para proferir la presente providencia de acuerdo con el artículo 111 numeral 8 del CPACA. Además, conforme con lo dispuesto en el artículo 107 del CPACA, la Sala Plena, en sesión virtual No. 10 realizada el 1° de abril de 2020, asignó los controles inmediatos de legalidad a las Salas Especiales de Decisión.

I. ANTECEDENTES

1.- El 17 de marzo de 2020 el Gobierno Nacional expidió el Decreto No. 417 por medio del cual declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en el territorio nacional para atender la crisis ocasionada por la pandemia asociada con la enfermedad Covid-19.

2.- En desarrollo de lo dispuesto por el Decreto Legislativo 491 de 2020, el Superintendente Nacional de Salud expidió la Resolución 003073 del 31 de marzo de 2021 cuyo texto se transcribe a continuación:

<<Resolución Número 003073 de 2021

(31 de marzo de 2021)
“Por la cual se suspenden los términos para la liquidación de los contratos celebrados por la Superintendencia Nacional de Salud” 

EL SUPERINTENDENTE NACIONAL DE SALUD
En ejercicio de sus atribuciones legales, en especial las conferidas en el Decreto 2462 de 2013 modificado por el Decreto 1765 de 2019, ley 80 de 1993, Decreto 019 de 2012, Ley 1150 de 2007, decreto 491 de 2020 y
CONSIDERANDO:

Que las leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007, establecen la facultad de la Entidad para realizar la liquidación de los contratos y convenios suscritos.
Que el artículo 60 de la Ley 80 de 1993 modificado por el artículo 217 del Decreto ley 019 de 2012, dispone: “…Los contratos de tracto sucesivo, aquellos cuya ejecución o cumplimiento se prolongue en el tiempo y los demás que lo requieran, serán objeto de liquidación.

También en esta etapa las partes acordarán los ajustes, revisiones y reconocimientos a que haya lugar.

En el acta de liquidación constarán los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que llegaren las partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse a paz y salvo.

Para la liquidación constarán los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que llegaren las partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse a paz y salvo.

Para la liquidación se exigirá al contratista la extensión o ampliación, si es del caso, de la garantía del contrato a la estabilidad de la obra, a la calidad del bien o servicio suministrado, a la provisión de repuestos y accesorios, al pago de salarios, prestaciones e indemnizaciones, a la responsabilidad civil y, en general para avalar las obligaciones que deba cumplir con posterioridad a la extinción del contrato.

La liquidación a que se refiere el presente artículo no será obligatoria en los contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión.”
Que el artículo 11 de la ley 1150 de 2007 consagra: “Del plazo para la liquidación de los contratos. La liquidación de los contratos se hará de mutuo acuerdo dentro del término fijado en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, o dentro del que acuerden las partes para efecto. De no existir tal término, la liquidación se realizará dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la expiración del término previsto para la ejecución del contrato o a la expedición del acto administrativo que ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga. 

En aquellos casos en que el contratista no se presente a la liquidación previa notificación o convocatoria que le haga la entidad, o las partes no lleguen a un acuerdo sobre su contenido, la entidad tendrá la facultad de liquidar en forma unilateral dentro de los dos (2) meses siguientes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 136 del C.C.A.

Si vencido el plazo anteriormente establecido no se ha realizado la liquidación, la misma podrá ser realizada en cualquier tiempo dentro de los dos años siguientes al vencimiento del término a que se refieren los incisos anteriores, de mutuo acuerdo o unilateralmente, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 136 del C.C.A

Los contratistas tendrán derecho a efectuar salvedades a la liquidación por mutuo acuerdo, y en este evento la liquidación unilateral solo procederá en relación con los aspectos que no hayan sido objeto de acuerdo…”
Que el artículo 7 del decreto 2462 de 2013 modificado por el artículo 2 del Decreto 1765 de 2019, establece como función del Superintendente Nacional de Salud, entre otras “…1. Dirigir la acción administrativa de la Superintendencia Nacional de Salud y el cumplimiento de las funciones que a la entidad le corresponden…”

Que las actuaciones administrativas deben surtirse bajo los principios de imparcialidad, buena fe, debido proceso, igualdad, moralidad, transparencia, publicidad, eficacia.

Que el Ministerio de Salud y Protección Social mediante la Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 declaró “la emergencia sanitaria en todo el territorio nacional hasta el 30 de mayo de 2020” por causa del Coronavirus.

Que mediante el Decreto 417 de 17 de marzo de 2020 se declaró el estado de emergencia económica, social y ecológica en todo el territorio nacional, y estableció un primer término para solucionar la crisis por la pandemia del COVID-19.

Que el artículo 6 del Decreto 491 de 2020, estableció: “…Suspensión de términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales en sede administrativa. Hasta tanto permanezca vigente la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social las autoridades administrativas a que se refiere el artículo 1 del presente Decreto, por razón del servicio y como consecuencia de la emergencia, podrán suspender, mediante acto administrativo, los términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales en sede administrativa. La suspensión afectará todos los términos legales, incluidos aquellos establecidos en términos de meses o años. La suspensión de los términos se podrá hacer de manera parcial o total en algunas actuaciones o en todas, o en algunos trámites o en todos, sea que los servicios se presten de manera presencial o virtual, conforme al análisis que las autoridades hagan de cada una de sus actividades y procesos, previa evaluación y justificación de la situación concreta. En todo caso los términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales se reanudarán a partir del día hábil siguiente a la superación de la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y protección Social. Durante el término que dure la suspensión y hasta momento en que se reanuden las actuaciones no correrán los términos de caducidad, prescripción firmeza previstos en la Ley que regule la materia…”

Que mediante Resolución No. 222 del 27 de febrero de 2021, el Ministerio de Protección Social, prorrogó hasta el 31 de mayo de 2021 la emergencia sanitaria en todo el territorio Nacional.

Que la Superintendencia Nacional de Salud, como cabeza del Sistema de Inspección, Vigilancia y Control del Sistema de Seguridad Social en Salud, es una entidad de carácter técnico adscrita al Ministerio de Salud y Protección Social, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente.

Que corresponde a la Superintendencia Nacional de Salud, ejercer inspección, vigilancia y control respecto de los actores del Sistema General de Seguridad Social en Salud enunciados, entre otros, en los artículos 121 y 130 de la Ley 1448 de 2011 o las demás normas que la adicionen, modifiquen o sustituyan.

Que desde hace 13 meses la Superintendencia Nacional de Salud tuvo que fortalecer sus esquemas de inspección, vigilancia y control sobre los actores de salud para verificar el adecuado cumplimiento de los lineamientos frente a la atención de la pandemia (por el Covid-19) y frente al Plan nacional de vacunación.

Que dadas las condiciones ocasionadas por la pandemia, la Superintendencia Nacional de Salud, viene cumpliendo sus funciones con sus colaboradores de manera virtual y presencial, lo que ha conllevado a que exista un mayor volumen de actividades a ejecutar encaminadas a respaldar los planes del Gobierno Nacional tendientes a conjurar la crisis y en la actualidad el apoyo pertinente para la inspección, vigilancia y control del Plan Nacional de Vacunación contra el Covid – 19 que se encuentra en su fase inicial.

Que la determinación de la suspensión de los términos contractuales para liquidar constituye una medida preventiva que busca salvaguardar los derechos de los Contratistas y propender por el efectivo cumplimiento de los deberes de la entidad, evitando incurrir en riesgos relacionados con el paso del tiempo y que en virtud de la dificultad por razones de movilidad y los demás antecedentes expuestos, intervenga e influye de manera negativa en la realización oportuna y efectiva de los trámites de liquidaciones contractuales que se surten.
Que es importante enfatizar en la cultura de la prevención y el cuidado como una obligación y deber ciudadano que debe hacer parte de su conducta permanente en todos los espacios y actividades en que se desarrolla, con una especial sensibilidad de protección hacia la comunidad, considerando la dimensión colectiva que tiene esta crítica situación.

Que el artículo 49 de la Constitución Política, previó el deber que toda persona tiene de procurar el cuidado integral de su salud y la de su comunidad.

Que, en virtud de lo anterior, se suspenderán los términos para llevar a cabo los trámites para liquidar los contratos suscritos por la Superintendencia Nacional de Salud, cuando proceda la liquidación.

RESUELVE
ARTÍCULO PRIMERO: Ordenar la suspensión de términos de las actuaciones administrativas de liquidación de contratos celebrados por la Entidad, desde la expedición y publicación de la presente resolución hasta que el Gobierno Nacional declare el cese de la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social o hasta cuando a juicio de la entidad se considere conveniente.

ARTÍCULO SEGUNDO: Publicar el presente Acto Administrativo en la página Web de la Superintendencia Nacional de Salud.

ARTÍCULO TERCERO: Contra el presente acto administrativo no procede recurso alguno y rige a partir de la fecha de su publicación.

Dada en Bogotá D.C., a los 31 días del mes de marzo de 2021.

NOTIFIQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE.

Fabio Aristizábal Ángel

Superintendente Nacional de Salud>>
3.- Por auto del 15 de abril de 2020, el magistrado sustanciador impartió el trámite previsto en el artículo 185 del CPACA. La Secretaría de la Sección Tercera del Consejo de Estado fijó aviso durante 10 días para que los ciudadanos y entidades públicas participaran en el proceso; se requirió a la Superintendencia de Salud para que aportara documentos y antecedentes, y se notificó al Ministerio Público para que rindiera concepto. 
INTERVENCIONES

4.- Dentro del término de traslado la Superintendencia Nacional de Salud, mediante oficio del 21 de mayo de 2020, explicó que la resolución sometida al control desarrolla el artículo 6 del Decreto Legislativo 491 de 2020, mediante el cual se adoptan medidas de urgencia para garantizar la atención y prestación de los servicios por  parte de las autoridades y los particulares que cumplan funciones públicas, expedido en el marco del Estado de Emergencia, Social y Ecológica declarado a través del Decreto 417 de 2020.
5.- Indicó que con el propósito de no afectar las actividades de inspección, vigilancia y control de la Superintendencia Nacional de Salud y garantizar los derechos de los contratistas de prestación de servicios de la entidad, se expidió la resolución sometida a control, mediante la cual se suspendieron los términos de las actuaciones administrativas de liquidación de contratos celebrados por la entidad, hasta que se declare el cese de la Emergencia Sanitaria establecida por el Ministerio de Salud y Protección Social o hasta cuando, a juicio de la entidad, se considere conveniente.
6.- Concluyó que la resolución se encuentra acorde con el Decreto 417 de 2020, el Decreto Legislativo 491 de 2020, la Ley 1150 de 2007 y el artículo 215 de la Constitución Política.
CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

7.- El Procurador Primero Delegado ante el Consejo de Estado remitió el concepto 045/2021 del 21 de mayo de 2020, en el cual concluyó que la Resolución 003073 de 31 de marzo de 2021 no viola ninguna norma constitucional o legal, cumple con todos los requisitos formales y sustanciales exigidos en el ordenamiento jurídico y se encuentra ajustada a derecho.
8.- Precisó que la resolución está acorde con (i) los mandatos constitucionales y estatutarios sobre derechos fundamentales y los que rigen los estados de excepción, (ii) las normas convencionales que limitan a los estados para suspender las garantías y libertades fundamentales, (iii) los decretos 417 y 637 que declararon el estado de emergencia y (iv) los decretos legislativos expedidos en su vigencia, particularmente con el artículo 6 del decreto legislativo 491 de 28 de marzo de 2020 que desarrolla.
9.- Adicionalmente, señaló que la resolución cumple el criterio de proporcionalidad, toda vez que adopta medidas coherentes e idóneas para materializar el propósito del estado de emergencia.

II. CONSIDERACIONES 

10.- La Sala declarará la legalidad de la Resolución 03073 del 31 de mayo de 2021 expedida por la Superintendencia Nacional de Salud, como quiera que es desarrollo del Decreto Legislativo 491 de 2020, invocado entre sus fundamentos.  La resolución adopta medidas para aplicar el citado decreto y no excede lo allí dispuesto.
EXAMEN DE LOS REQUISITOS DE FORMA

11.- La Resolución 03073 de 2021 fue expedida por el Superintendente Nacional de Salud, en ejercicio de sus competencias. En efecto, el Decreto 2462 de 2013, modificado por el artículo 2 del Decreto 1765 de 2019, establece como funciones del superintendente la de <<1. Dirigir la acción administrativa de la Superintendencia Nacional de Salud y el cumplimiento de las funciones que a la entidad le corresponden>>, así como la de <<3. Ejercer la representación legal de la Superintendencia Nacional de Salud>>.
12.- La Resolución 03073 de 2021 contiene los datos necesarios para su identificación, esto es, el número, fecha, la referencia a las facultades que se ejercen, el nombre y el cargo de quien la expidió. Adicionalmente, la resolución objeto de control se publicó en la página web de la Superintendencia Nacional de Salud el 6 de abril de 2021
.

13.- La Sala no pasa por alto que el acto administrativo se expidió por fuera de la vigencia del estado de excepción declarado a través del Decreto 417 de 2020 e incluso luego de la vigencia del declarado mediante el Decreto 637 de 2020, ambos asociados con la pandemia por el Covid - 19.  Sin embargo, ello no vicia de ninguna manera el acto administrativo pues el Decreto Legislativo 491 de 2020, que sirvió de fundamento para la expedición de la resolución, estableció la posibilidad de que la atribución de suspender términos se ejerciera mientras que estuviera vigente el estado de emergencia sanitaria que declaró el Ministerio de Salud y Protección Social.

14.- Dicha declaratoria ocurrió a través de la Resolución No. 385 de 2020 que ha sido prorrogada por las resoluciones No. 844, 1462, 2230 de 2020, así como por las No. 222 y 738 de 2021 hasta el 31 de mayo de 2021, tiempo que abarca el de la expedición de la Resolución 03073, la cual ocurrió el 31 de marzo de 2021.
EXAMEN DE FONDO

15.- Con el fin de realizar el examen de fondo de la Resolución 03073 de 2021 es necesario analizar: (i) la conexidad entre la regulación contenida en el acto administrativo y los motivos que dieron lugar a la declaratoria del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica mediante Decreto 417 de 2020; (ii) la conformidad del acto administrativo con otras normas que le sirvieron de fundamento, en especial, el Decreto Legislativo 491 de 2020, y (iii) la confrontación con normas que se advierta pudieron haber sido vulneradas con la expedición del acto.
16.- Vistas las medidas administrativas adoptadas por la Resolución 03073 de 2021, se observa que guardan relación directa con el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica declarado mediante Decreto Legislativo 417 de 2020. 
17.- Entre las medidas anunciadas en el marco estado de emergencia declarado por la norma, resultan pertinentes los considerandos que aludieron a la necesidad  del uso de <<las tecnologías de la información y las comunicaciones y los servicios de comunicaciones, en general, se convierten en una herramienta esencial para permitir la protección la vida y la salud de los colombianos>>, y de <<expedir normas de orden legal que flexibilicen la obligación de atención personalizada al usuario (…)>> (subraya y destacado fuera de texto).
18.- La Resolución 03073 de 2021 busca por su parte salvaguardar los derechos de los contratistas y, dado el rol especial de la autoridad dentro del esquema de inspección, vigilancia y control del sistema general de seguridad social en salud en medio de la situación de pandemia, tiene también por propósito mitigar los riesgos relacionados con el paso del tiempo que comprometan la realización de los trámites de liquidaciones contractuales.
19.- Al respecto, la resolución explica que, para la fecha de su expedición, la superintendencia llevaba 13 meses en los que tuvo que fortalecer sus esquemas de inspección, vigilancia y control sobre los actores de salud. Circunstancia lógica en medio de una contingencia sanitaria que exige de la autoridad de salud el despliegue de todas sus capacidades para ejercer sus responsabilidades y velar por las que corresponden a los actores del sistema de salud.
20.- La Resolución se fundamenta también en el Decreto Legislativo 491 del 28 de marzo de 2020. Este decreto se aplica, según su artículo 1°, <<a todos los organismos y entidades que conforman las ramas del poder público en sus distintos órdenes, sectores y niveles, órganos de control, órganos autónomos e independientes del Estado, y a los particulares cuando cumplan funciones públicas

21.- La Superintendencia Nacional de Salud podía adoptar medidas administrativas mediante la resolución sometida a examen, pues de conformidad con el artículo 1 del Decreto 2462 de 2013: << (…) como cabeza del Sistema de Inspección, Vigilancia y Control del Sistema General de Seguridad Social en Salud, es una entidad de carácter técnico adscrita al Ministerio de Salud y Protección Social, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente>>, por lo que se encuentra dentro del ámbito de aplicación del Decreto Legislativo 491 de 2020.

22.- Por su parte, las medidas adoptadas en la resolución objeto de control se dan como desarrollo de las disposiciones del Decreto Legislativo 491 de 2020 cuya constitucionalidad fue declarada por la Corte Constitucional en sentencia C-242 de 2020, sin que los preceptos declarados inexequibles (artículo 12 y apartados del 6
 y 7
), como exequibles en forma condicionada (artículo 5
), tengan incidencia sobre las medidas adoptadas. 

23.- Así, la remisión que en los considerandos se hace al artículo 6 del Decreto 491 de 2020 en el que se establece la atribución de las autoridades administrativas para suspender, mediante acto administrativo, los términos de actuaciones administrativas, está estrictamente asociada con la suspensión de términos que la resolución sometida a examen dispone respecto de los términos previstos en la ley para la liquidación de los contratos.

24.- Dichos términos están reglados en el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007, en el que se dispone que el plazo para la liquidación de los contratos puede ser el resultado de un acuerdo entre las partes y, ante la imposibilidad de cumplir con dicho acuerdo o <<por no existir tal término>>, surge para la administración la posibilidad de disponer la liquidación unilateral a través de un acto administrativo dentro del plazo que en la propia norma se dispone.

25.- El acto administrativo tiene el efecto de suspender cualquiera de los plazos que estuviere en curso, bien el pactado entre las partes para proceder con la liquidación bilateral, o aquél con el que cuenta la administración para proceder con la liquidación unilateral.
26.- En uno y otro caso el plazo está disciplinado por la norma legal, y la resolución sometida a control, en ejercicio de una atribución otorgada de manera expresa por un decreto legislativo, lo suspende de manera que dicha actuación administrativa, esto es, la encaminada a la liquidación del contrato que requiera dicha formalidad, queda pendiente de su perfeccionamiento hasta que “se declare el cese de la emergencia sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social o hasta cuando a juicio de la entidad se considere conveniente.”
27.- En relación con el aparte resaltado, la Sala estima que la regla que deja a la entidad la posibilidad de levantar la suspensión de los términos para la liquidación de los contratos, claramente está dirigida a qué tal previsión permita reanudar la vigencia de los términos antes de que se declare el cese de la emergencia sanitaria y no después, única interpretación conforme al Decreto Legislativo 491 de 2020 que dispuso que <<En todo caso los términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales se reanudarán a partir del día hábil siguiente a la superación de la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social.>>
28.- En consecuencia, la Sala declarará conforme a derecho la Resolución 03073 de 2021 por cuanto no contradice lo dispuesto en los artículos 212 a 215 de la Constitución Política, como tampoco los preceptos establecidos en la Ley Estatutaria de Estados de Emergencia -Ley 137 de 1994. En particular, observa la prohibición de interrumpir el normal funcionamiento de las ramas del poder público o de los órganos del Estado.
29.- En conclusión, la Resolución 493 del 3 de abril de 2020 expedida por Superintendencia Nacional de Salud resulta concordante con los fines por los cuales fue declarado el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, a través del Decreto Legislativo 417 de 2020. Además, se ajusta a lo dispuesto en el Decreto Legislativo 491 de 2020 y a las normas consideradas por la Sala en esta sentencia.
30.- Por lo demás, las medidas administrativas que se adoptan a través del acto administrativo sometido a examen resultan proporcionales con la situación que se pretende atender y no comportan discriminación alguna por razones de raza, lengua, religión, origen nacional o familiar, opinión política o filosófica.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Sala Especial de Decisión No. 7, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO. DECLÁRASE conforme a derecho la Resolución 03073 del 31 de marzo de 2021 expedida por el Superintendente Nacional de Salud <<Por la cual se suspenden los términos para la liquidación de los contratos celebrados por la Superintendencia Nacional de Salud>> de acuerdo con los fundamentos expuestos en la parte motiva de esta providencia.  

SEGUNDO. ARCHÍVESE el expediente, una vez quede en firme la decisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

	Con firma electrónica
MARTÍN BERMÚDEZ MUÑOZ

Presidente

	Con firma electrónica

ROCIO ARAUJO OÑATE
Magistrada (E)
	Con firma electrónica
OSWALDO GIRALDO LÓPEZ

Magistrado

	Con firma electrónica
CARMELO PERDOMO CUÉTER

Magistrado

Con salvamento de voto
	Con firma electrónica
JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ

Magistrado


CONTROL INMEDIATO DE LEGALIDAD / SALVAMENTO DE VOTO / IMPROCEDENCIA DEL CONTROL INMEDIATO DE LEGALIDAD / ACTO ADMINISTRATIVO DE CARÁCTER PARTICULAR

[L]la Resolución objeto de análisis no satisface la condición de establecer una medida de carácter general, dado el alcance limitado de sus destinatarios; su obligatoriedad y eficacia se proyecta exclusivamente a la esfera de funcionamiento interno de la institución, y si bien incide en asuntos ciudadanos, el caso involucra únicamente a las personas que se hallan en tal situación en el momento de adoptarse la decisión, se insiste; es decir, que se trata solo del grupo específico o concreto de interesados o contratistas vinculados a la situación fáctica y jurídica que describe el artículo primero de la Resolución; no a la ciudadanía en general. Resulta pertinente añadir que la medida adoptada en el acto controlado fue derogada por la misma entidad, a través de Resolución 6085 de 2 de junio de 2021. Recuérdese que se considera acto administrativo de carácter particular aquel cuyos destinatarios se pueden individualizar, como acontece en el presente asunto. O, como la doctrina lo ha expuesto, «no es la pluralidad de personas a que se refiere un acto lo que lo convierte en acto administrativo general, sino el hecho de que los destinatarios del mismo sean indeterminados; por el contrario, si se pueden determinar los sujetos a quienes se dirige, afecta o vincula el acto, este es de contenido particular». […]. Ahora bien, a la noción de actos de carácter general se opone la de actos internos, que la doctrina define como «Aquellos que solo inciden respecto de la persona pública a la cual pertenece el órgano que los expide». En este orden de ideas, se concluye que el acto examinado no establece una medida «de carácter general» pasible del control inmediato de legalidad previsto en el artículo 136 del CPACA. Por lo expuesto, estimo, con todo respeto, que la Sala no debió emitir fallo de fondo respecto de la Resolución 3073 de 31 de marzo de 2021. NOTA DE RELATORIA: Corte Constitucional, sentencia T-945 de 16 de diciembre de 2009, M.P. Mauricio González Cuervo
SALVAMENTO DE VOTO

Consejero: CARMELO PERDOMO CUÉTER

Tema: Sentencia sobre control inmediato de legalidad de la Resolución 3073 de 31 de marzo de 2021, expedida por el señor superintendente nacional de salud.

Con mi acostumbrado respeto, procedo a salvar el voto respecto del fallo de 6 de julio de 2021, adoptado en sala especial de decisión 7, que decidió declarar conforme a derecho la Resolución 3073 de 31 de marzo de 2021, expedida por el señor superintendente nacional de salud, por las siguientes razones:

1. En el mencionado acto la Superintendencia dispuso: 
ARTÍCULO PRIMERO:  Ordenar la suspensión de términos de las actuaciones administrativas de liquidación de contratos celebrados por la Entidad, desde la expedición y publicación de la presente resolución hasta que el Gobierno Nacional declare el cese de la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social o hasta cuando a juicio de la entidad se considere conveniente (negrilla fuera del texto original).

La Sala, por su parte, para declarar la legalidad, sostuvo: «25.- El acto administrativo tiene el efecto de suspender cualquiera de los plazos que estuviere en curso, bien el pactado entre las partes para proceder con la liquidación bilateral, o aquél con el que cuenta la administración para proceder con la liquidación unilateral» (se destaca).

De conformidad con los artículos 20 de la Ley 137 de 1994 y 136 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), para que sea susceptible de control inmediato de legalidad, se requiere, entre otros presupuestos, que la medida: (i) sea de carácter general, (ii) emane de autoridades nacionales, (iii) dictada en ejercicio de la función administrativa, (iv) en desarrollo de los decretos legislativos expedidos durante los estados de excepción y (v) que «deberá estar directa y específicamente encaminada a conjurar las causas de la perturbación y a impedir la extensión de sus efectos» y cuyo propósito sea «alcanzar los fines que dieron lugar a la declaratoria del estado de excepción correspondiente», como lo determinan los artículos 10 y 11 de la mencionada Ley 137 de 1994.
Así lo ha reiterado de antaño la jurisprudencia de esta Corporación, como por ejemplo en providencia de 28 de enero de 2003
, en la que precisó que «[…] el control automático de legalidad que estructura el artículo 20 de la Ley 137 de 1994 versa sobre “las medidas de carácter general”, entendidas éstas como actos de contenido general […]» y «se expiden al amparo de los estados de excepción, esto es, actos administrativos que desarrollan o reglamentan un decreto legislativo»
 (negrilla del texto original).

De modo que si el acto administrativo de que se trate se distancia de dicha fuente normativa porque la medida adoptada no es de carácter general o no desarrolla los mencionados decretos, la consecuencia jurídica no puede ser otra que la improcedencia del control inmediato de legalidad, lo que no es óbice para que se promueva su examen con fundamento en los demás medios de control consagrados en el CPACA, por demanda de cualquier persona. 
2. La Resolución 3073 de 31 de marzo 2021 no consagra una medida de contenido general; por consiguiente, no satisface todas las exigencias legales para haber sido objeto de control inmediato de legalidad.
No constituye decisión erga omnes, es decir, oponible y exigible de la comunidad en general «la suspensión de términos de las actuaciones administrativas de liquidación de contratos celebrados por la Entidad» (se destaca) en el momento en que se expidió el acto controlado, puesto que resulta claro que involucraba únicamente a las personas contratistas, determinadas y determinables que se hallaban en ese preciso contexto jurídico y temporal. No puede ser aplicable a otras; por sustracción de materia, la decisión en sí misma lo impide. De suerte que la determinación se agotó con la aplicación a los contratos en curso suscritos por la entidad. Son esos y nada más. 

Por otra parte, la medida así adoptada no está dirigida a regular situaciones externas de alcance general (ad extra), sino un asunto de funcionamiento interno de la institución (ad intra).

No se discute que el Decreto legislativo 491 de 2020 (artículo 6) prevé que las autoridades «podrán suspender, mediante acto administrativo, los términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales en sede administrativa», sin embargo, esa sola circunstancia no hace que la medida, una vez establecida al interior de la entidad, se tenga siempre como de carácter general y, por consiguiente, sea apta para control inmediato de legalidad, si como en el presente asunto, son plenamente individualizables los contratos suscritos por la entidad que podían ser susceptibles de liquidación, hecho que la materializa como de contenido particular y concreto. El mismo Decreto legislativo 491 de 2020 señala, en sus considerandos, que «La suspensión de los términos se podrá hacer de manera parcial o total en algunas actuaciones o en todas, o en algunos trámites o en todos, sea que los servicios se presten de manera presencial o virtual, conforme al análisis que las autoridades hagan de cada una de sus actividades y procesos, previa evaluación y justificación de la situación concreta» (negrillas del despacho). 
En tales circunstancias, la Resolución objeto de análisis no satisface la condición de establecer una medida de carácter general, dado el alcance limitado de sus destinatarios; su obligatoriedad y eficacia se proyecta exclusivamente a la esfera de funcionamiento interno de la institución, y si bien incide en asuntos ciudadanos, el caso involucra únicamente a las personas que se hallan en tal situación en el momento de adoptarse la decisión, se insiste; es decir, que se trata solo del grupo específico o concreto de interesados o contratistas vinculados a la situación fáctica y jurídica que describe el artículo primero de la Resolución; no a la ciudadanía en general. Resulta pertinente añadir que la medida adoptada en el acto controlado fue derogada por la misma entidad, a través de Resolución 6085 de 2 de junio de 2021
. 

En caso análogo, esta Corporación, mediante providencia de 1° de abril de 2020
, al examinar la circular 6 de 24 de marzo de 2020, expedida por la directora ejecutiva de la Fiscalía General de la Nación, de igual modo, estimó que no es un acto de carácter general, por contener medidas dirigidas exclusivamente a contratistas de la Entidad.

Recuérdese que se considera acto administrativo de carácter particular aquel cuyos destinatarios se pueden individualizar, como acontece en el presente asunto. O, como la doctrina lo ha expuesto, «no es la pluralidad de personas a que se refiere un acto lo que lo convierte en acto administrativo general, sino el hecho de que los destinatarios del mismo sean indeterminados; por el contrario, si se pueden determinar los sujetos a quienes se dirige, afecta o vincula el acto, este es de contenido particular»
. 

Por su parte, la jurisprudencia constitucional también ha precisado que «la administración pública puede expedir un acto de contenido individual que puede estar referido a muchas personas concretamente identificadas […]»
. Ahora bien, a la noción de actos de carácter general se opone la de actos internos, que la doctrina define como «Aquellos que solo inciden respecto de la persona pública a la cual pertenece el órgano que los expide»
. 

En este orden de ideas, se concluye que el acto examinado no establece una medida «de carácter general» pasible del control inmediato de legalidad previsto en el artículo 136 del CPACA. 

Por lo expuesto, estimo, con todo respeto, que la Sala no debió emitir fallo de fondo respecto de la Resolución 3073 de 31 de marzo de 2021. 

Firmado electrónicamente

CARMELO PERDOMO CUÉTER

�https://docs.supersalud.gov.co/PortalWeb/Juridica/Resoluciones/RESOLUCION%20003073%20DE%202021.pdf


� Corte Constitucional; Sentencia C-242 de 2020 “Cuarto. Declarar la EXEQUIBILIDAD del artículo 6° del Decreto 491 de 2020, salvo la de su parágrafo 1° que se declara INEXEQUIBLE, y la de su parágrafo 2° en relación con el cual se declara la EXEQUIBILIDAD CONDICIONADA, bajo el entendido de que cuando la suspensión de términos implique la inaplicación de una norma que contemple una sanción moratoria, las autoridades deberán indexar el valor de la acreencia mientras opere la misma.”





� Corte Constitucional, Sentencia C-242 de 2020 “Quinto. Declarar la EXEQUIBILIDAD del artículo 7° del Decreto 491 de 2020, salvo la expresión “de los pensionados y beneficiarios del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales -FOMAG” contemplada en el inciso 2° del mismo que se declara su INEXEQUIBLE.”





� Corte Constitucional; Sentencia C-242 de 2020 “Tercero.- Declarar la EXEQUIBILIDAD CONDICIONADA del artículo 5° del Decreto 491 de 2020, bajo el entendido de que la ampliación de términos que contempla para solucionar las peticiones es extensible a los privados que deben atender solicitudes.”





� Ley 1150 de 2007. ARTÍCULO 11. DEL PLAZO PARA LA LIQUIDACIÓN DE LOS CONTRATOS. La liquidación de los contratos se hará de mutuo acuerdo dentro del término fijado en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, o dentro del que acuerden las partes para el efecto. De no existir tal término, la liquidación se realizará dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la expiración del término previsto para la ejecución del contrato o a la expedición del acto administrativo que ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga.





En aquellos casos en que el contratista no se presente a la liquidación previa notificación o convocatoria que le haga la entidad, o las partes no lleguen a un acuerdo sobre su contenido, la entidad tendrá la facultad de liquidar en forma unilateral dentro de los dos (2) meses siguientes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 136 del C. C. A.





Si vencido el plazo anteriormente establecido no se ha realizado la liquidación, la misma podrá ser realizada en cualquier tiempo dentro de los dos años siguientes al vencimiento del término a que se refieren los incisos anteriores, de mutuo acuerdo o unilateralmente, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 136 del C. C. A.





Los contratistas tendrán derecho a efectuar salvedades a la liquidación por mutuo acuerdo, y en este evento la liquidación unilateral solo procederá en relación con los aspectos que no hayan sido objeto de acuerdo.
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